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PETICIÓN 266-03 
ADMISIBILIDAD
LILIA ALEJANDRA GARCIA ANDRADE Y OTROS
MÉXICO
19 de marzo de 2012
I.
RESUMEN

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión”, “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió el 9 de abril de 2003 una petición presentada por Norma Esther Andrade (en adelante “peticionaria”)
, en representación de su hija Lilia Alejandra García Andrade (en adelante “presunta víctima”). La petición se presentó en contra de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante “Estado” o “Estado mexicano” o “México”), por la falta de investigación en la desaparición y posterior muerte de Lilia Alejandra García, de diecisiete años de edad, ocurrida en Ciudad Juárez, Estado de Chihuahua, en febrero de 2001, alegadamente en un contexto de un patrón de violencia contra las mujeres.
2. Los peticionarios alegan que el Estado mexicano es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 4 (vida), 5 (integridad personal), 7 (libertad personal), 8 (garantías judiciales), 19 (derechos del niño), y 25 (protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención” o “Convención Americana”), en concordancia con la obligación general establecida en los artículos 1.1 y 2 de dicho instrumento y la violación del artículo 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (en adelante “Convención de Belém do Pará), en perjuicio de la presunta víctima. 
3. Por su parte, el Estado sostiene que la petición no debe ser admitida porque el caso se encuentra en etapa de investigación. Por ello solicita que la CIDH se abstenga de conocer el caso y permita que el mismo sea atendido de acuerdo al ordenamiento jurídico interno. 

4. Sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decide declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 4, 5, 7, 19 y 24 de la Convención Americana, en conexión con los artículos 1(1) y 2 de dicho instrumento internacional en perjuicio de Lilia Alejandra García Andrade. Igualmente, la CIDH considera que los hechos expuestos caracterizarían posibles violaciones al artículo 7 de la Convención de Belém do Pará.  La CIDH decide además declarar el caso admisible sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 5.1, 8.1, 25, en concordancia con los artículos 1.1  y 2 de dicho tratado respecto de Norma Esther Andrade (madre), José García Pineda (padre), Jade García Andrade (hija), José Kaleb García Andrade (hijo) y María Luisa García Andrade (hermana). La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. El 9 de abril de 2003 la Comisión recibió la petición y le asignó el número 266-03. El 18 de agosto de 2003, transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado de México, solicitándole que dentro del plazo de dos meses, presentara su respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.2 del Reglamento de la CIDH. El Estado solicitó una prórroga inicial el 20 de octubre de 2003 y mediante comunicación de fecha 5 de diciembre de 2003 envió su respuesta. Dicha comunicación fue debidamente trasladada a los peticionarios.
6. Además, la CIDH recibió información de los peticionarios mediante comunicaciones de fechas 13 de abril de 2004, 18 de octubre de 2004, 7 de septiembre de 2005, 3 de junio de 2010.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado. 
7. Asimismo, recibió información del Estado el 24 de mayo de 2004 y el 1 de abril de 2005. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas a los peticionarios.

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A.
Los peticionarios

8. Los peticionarios alegan que Lilia Alejandra García, de diecisiete años de edad,  desapareció el 14 de febrero de 2001 luego de salir de su trabajo en la Planta Maquiladora Servicios Plásticos Ensambles S.A. y desde ese día no se volvió a saber nada de ella hasta que su cuerpo fue encontrado sin vida el 21 de febrero de 2001, en un lote baldío ubicado muy cerca de la maquila donde laboraba. Desde su desaparición, transcurrieron aproximadamente siete días en los cuales las autoridades no contaban con agentes suficientes para emprender su localización. Señalan que la madre de la presunta víctima afirmó que en la fecha en que su hija desapareció, únicamente dos agentes estaban a disposición del área de desapariciones. Esta inacción se refleja en que la investigación se inició una vez que se encontró el cuerpo, perdiendo la posibilidad de localizarla con vida e identificar a los responsables.
9. Desde que se abrió la averiguación previa 4324/2001 el 21 de febrero de 2001, fecha en que se encontró el cuerpo sin vida de la presunta víctima, no se ha determinado la responsabilidad penal de persona alguna, encontrándose la averiguación a la fecha abierta. 

10. Señalan que la investigación se ha caracterizado por la lentitud así como por irregularidades en las actuaciones de las autoridades. A manera de ilustración indican la demora de más de 2 años desde que el cuerpo fue encontrado en la realización de diversas pruebas al cuerpo de la presunta víctima, a algunas evidencias recolectadas, así como al mismo cuerpo, que ha tenido como consecuencia la pérdida de elementos valiosos que puedan servir en el esclarecimiento de los hechos. Indican que hasta el 9 de noviembre de 2003 es que se acudió al lugar donde se encontró el cuerpo para ubicar el lugar exacto, así como identificar lugares cercanos. También señalan que no se pudieron realizar algunas pruebas como analizar las muestras de las uñas de la mano derecha de la presunta víctima porque no se solicitaron oportunamente. Los peticionarios asimismo hacen referencia a que la autopsia no se realizó de forma completa y el examen toxicológico y seminológico se encuentran incompletos.

11. Señalan que del certificado de autopsia realizado el 22 de febrero de 2001, se determinó que la presunta víctima fue privada de su vida aproximadamente el 19 o 20 de febrero por la noche o el 20 mismo por la mañana y del resto de pruebas practicadas se desprendió que la presunta víctima fue víctima de violación sexual por un tiempo prolongado. Alegan que según la información obtenida recientemente – sin indicar la fuente - , cuando se arrojó el cuerpo de la presunta víctima al terreno en donde fue encontrado, ella continuaba con vida, y varias horas después de haberla dejado ahí, los agresores regresaron al lugar y al ver que seguía con vida, le dieron un fuerte golpe en la cabeza con un objeto pesado para privarla de su vida. 
12. Sostienen que a pesar que se ha presentado información relevante al Ministerio Público – sin indicar la procedencia - , éste continúa sin corregir las irregularidades detectadas, situación que justifica la duda razonable que mantiene la familia del involucramiento entre los autores materiales e intelectuales con las autoridades del gobierno de Chihuahua.  Manifiestan que esta situación adquiere mayor relevancia si se considera que la hermana de la presunta víctima, y sus abogados, cuentan con medidas cautelares dictadas por la CIDH (MC No. 147-08), debido a la situación de hostigamiento y amenazas que han sufrido durante los años recientes en su calidad de defensores de derechos humanos de las mujeres en Ciudad Juárez.
13. Según los peticionarios, las autoridades abren líneas de investigación que no se trabajan de forma completa.  Agregan que si bien el Ministerio Público ha realizado acciones solicitadas por la familia, éstas han sido realizadas de manera negligente y absurda, quedando la familia en un estado de indefensión ante la falta de debida diligencia. Alegan una mala actitud por parte de las autoridades hacia los familiares cuando quieren coadyuvar con la justicia y conocer los avances de las investigaciones. 
14. En cuanto al contexto de violencia, los peticionarios alegan que el homicidio de Lilia Alejandra García ocurrió en un contexto de homicidios y desapariciones de mujeres y niñas que han venido ocurriendo en Ciudad Juárez desde el año 1993, los cuales han sido considerados como casos paradigmáticos de discriminación. A esta situación se añade que Ciudad Juárez ha sido señalada como un lugar donde se cometen delitos de tipo sexista cuya característica principal ha sido la falta de respuesta judicial efectiva para castigar a los culpables, generándose un clima de impunidad. 

15. Respecto del agotamiento de los recursos internos, indican que han pasado varios años desde el asesinato de Lilia Alejandra García Andrade y el caso sigue en la etapa de investigación. Asimismo manifiestan que frente a situaciones que impliquen negligencia u omisión en la investigación, no existen recursos a nivel interno. Asimismo indican que no existen recursos que permitan acelerar esta parte del proceso penal para que una instancia judicial lo conozca.
B. 
El Estado 

16. El Estado alega que la petición no debe ser admitida porque el caso se encuentra en etapa de investigación. Asimismo agrega que ha venido atendiendo de manera integral las quejas de los familiares de las víctimas. 
17. Según el Estado, el 21 de febrero de 2001, en un campo abierto ubicado en frente de Plaza Juárez Mall, se encontró un cadáver que posteriormente fue reconocido como el de Lilia Alejandra García Andrade.  Ese mismo día se dio inicio a la averiguación previa 4324/01-150. Desde el inicio de la averiguación previa, se han realizado diversas gestiones para dar con los probables responsables. 
18. Entre las diligencias realizadas menciona citatorios y comparecencias de personas con las que la presunta víctima se relacionaba, entrevistas con personas que trabajaban en la maquiladora en la que ella laboraba, pruebas de polígrafo, seguimiento de líneas de investigación proporcionadas mediante escritos o llamadas telefónicas anónimas, investigación de llamadas, estudios de la escena donde fue hallado el cuerpo, análisis de sus pertenencias,  investigación de vehículos y sus propietarios y requerimientos de registro y localización sobre personas señaladas como probables responsables, entre otras. 
19. Señala que se realizaron diversas pruebas, entre el examen toxicológico, y el tipo de sangre. De las pruebas realizadas indica que se cuenta con un perfil genético del posible agresor que no ha correspondido con las muestras biológicas tomadas de las personas señaladas como probables responsables. Además se tomaron diversas muestras del cuerpo encontrándose que fue víctima de violación sexual. Asimismo se determinó como causa de muerte la asfixia por estrangulamiento.
20. El Estado señala que uno de los principales reclamos de los familiares de las víctimas – incluyendo en este caso - es el maltrato recibido por los funcionarios públicos que integraron las investigaciones. Al respecto sostiene que el Estado está demostrando su voluntad para cesar y/o suspender a quienes actuaron de forma negligente. Indica que de 33 servidores públicos que intervinieron en el presente caso, a dos se les detectó posible responsabilidad penal y a siete posibles responsabilidades administrativas. Asimismo indica que se ha brindado atención a los familiares de la presunta víctima en la forma de despensa, apoyo económico, médico, psicológico, asistencia y asesoría jurídica.  Además indica que se ha otorgado a la madre de la presunta víctima todas las constancias del expediente que solicitó.
21. Según el Estado, la investigación del caso continúa abierta y se siguen realizando diligencias para localizar a los probables responsables. Indica que si bien la investigación de los casos de violencia contra las mujeres en Ciudad Juárez ha sido lenta, se han invertido numerosos recursos en la Procuraduría General de la República del Estado de Chihuahua a fin de agilizar las investigaciones. 

22. El Estado manifiesta que los homicidios de mujeres en Ciudad Juárez son el resultado de un fenómeno social complejo, multifacético y multifactorial que no puede ser atendido desde la sola perspectiva de la investigación y administración de justicia.  Estos homicidios son el resultado de una sociedad globalizada desintegrada, y en la que los problemas emergentes como el narcotráfico, consumo de drogas y migración, agudizan una subcultura de discriminación contra la mujer. Asimismo, la erradicación de este problema se ha convertido en prioridad y no ha escatimado recursos para erradicar este fenómeno.  Para ello menciona diversas acciones generales de prevención, de procuración y administración de justicia, para abordar esta problemática.

IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personæ, ratione loci, ratione temporis y ratione materiæ

23. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto de quienes el Estado de México se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que México es un Estado parte en la Convención Americana desde el 24 de marzo de 1981, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación.  Asimismo, México ratificó la Convención de Belém do Pará el 12 de noviembre de 1998. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana y la Convención de Belém do Pará, que habrían tenido lugar dentro del territorio de México, Estado Parte en dichos tratados.  
24. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana y la Convención de Belém do Pará, ya que se encontraban en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana y la Convención de Belém do Pará. 

B. Otros requisitos para la admisibilidad de la petición
1. Agotamiento de los recursos internos

25. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tener la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. El artículo 46.2 de la Convención por su parte establece tres supuestos en los que no se aplica la regla del agotamiento de los recursos internos: a) que no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; b) que no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; y c) que haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.  Estos supuestos no se refieren sólo a la existencia formal de tales recursos, sino también que estos sean adecuados y efectivos.
26. En el presente caso, el Estado sostiene que la investigación de los hechos se encuentra pendiente. Por su parte, los peticionarios argumentan que se aplica la excepción al agotamiento de los recursos de jurisdicción interna porque existe un retardo injustificado. 
27. Sin entrar a analizar los argumentos desarrollados por las partes acerca de la presunta violación de las garantías judiciales y protección judicial, la Comisión observa que han pasado once años desde que Lilia Alejandra García Andrade fue hallada muerta, sin que a la fecha de la elaboración del presente informe los representantes del Estado hayan proporcionado información concreta sobre la conclusión del proceso o sobre las medidas dispuestas para que avance más allá de la etapa inicial de investigación.  El Estado tampoco ha informado a la Comisión acerca de diligencias recientes llevadas a cabo por el Estado o avances que conducirían a esclarecer los hechos y a sancionar a los responsables.
28. En consecuencia, la Comisión Interamericana establece –a efectos de la admisibilidad– que se ha verificado un retardo injustificado por parte de los órganos jurisdiccionales mexicanos respecto a los hechos denunciados.  En consecuencia, la CIDH aplica al presente asunto la excepción al agotamiento de los recursos internos de la jurisdicción interna prevista en el artículo 46.2.c de la Convención Americana.
29. Sólo resta señalar que la invocación de las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos allí consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia. Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo, vis á vis las normas sustantivas de la Convención. Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en dicha norma resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención. Cabe aclarar que las causas y los efectos que han impedido el agotamiento de los recursos internos en el presente caso serán analizados, en lo pertinente, en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si efectivamente configuran violaciones a la Convención.

2.
Plazo para presentar la petición

30. Con relación al requisito contemplado en el artículo 46.1.b de la Convención, conforme al cual la petición debe ser presentada dentro del plazo de seis meses a partir de que la víctima sea notificada de la decisión definitiva que haya agotado los recursos internos, la Comisión considera que tampoco resulta aplicable el cumplimiento de tal plazo, toda vez que la petición fue presentada dentro del plazo razonable mencionado en el artículo 32.2 de su Reglamento para los casos en los cuales no se ha dictado sentencia firme con anterioridad a la presentación de la petición.
3. 
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacionales
31. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.
4. 
Caracterización de los hechos alegados
32. La Comisión considera que no corresponde en esta etapa del procedimiento decidir si se produjeron o no las alegadas violaciones en perjuicio de las presuntas víctimas.  A efectos de la admisibilidad, la CIDH debe resolver en este momento únicamente si se exponen hechos que, de ser probados, caracterizarían violaciones a la Convención Americana, como lo estipula el artículo 47.b de la misma, y si la petición es "manifiestamente infundada" o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo.
33. El criterio para la apreciación de estos extremos es diferente al requerido para pronunciarse sobre los méritos de una denuncia. La CIDH debe realizar una evaluación prima facie y determinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención Americana, mas no establecer la existencia de dicha violación
.  En la presente etapa corresponde efectuar un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo. El propio Reglamento de la Comisión Interamericana, al establecer una fase de admisibilidad y otra de fondo, refleja esta distinción entre la evaluación que debe realizar la Comisión Interamericana a fin de declarar una petición admisible y la requerida para establecer si se ha cometido una violación imputable al Estado
.
34. Asimismo, ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
35. En este sentido, la CIDH considera que los hechos alegados respecto de Lilia Alejandra García Andrade, en caso de resultar probados, caracterizarían posibles violaciones de los derechos garantizados en los artículos 5 y 19 de la Convención Americana, en conexión con los artículos 1(1) y 2 de dicho instrumento internacional.
36. Asimismo, la CIDH considera que los hechos expuestos podrían caracterizar una violación del artículo 4 de la Convención Americana en conexión con los artículos 1(1) y 2 de dicho instrumento internacional, respecto a los deberes de prevención y protección del Estado, y a la luz de las obligaciones generales de garantía de la Convención Americana y de la Convención de Belém do Pará. En relación con este artículo, dado el contexto de violencia en Ciudad Juárez, conocido por el Estado, donde niñas y mujeres eran privadas de su libertad para luego ser asesinadas, la alegada falta de actuación razonable de las autoridades para poner fin a la privación de libertad de la presunta víctima desde que tuvieron conocimiento de su desaparición podría caracterizar una posible aplicación del artículo 7 de la Convención Americana en conexión con los artículos 1(1) y 2 de dicho instrumento internacional, que requerirá de un análisis más profundo en la etapa de fondo.
37. Igualmente, la CIDH considera que los hechos expuestos caracterizarían posibles violaciones al artículo 7 de la Convención de Belém do Pará, en relación con el artículo 24 de la Convención Americana.
38. La CIDH decide además declarar el caso admisible sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 5.1, 8.1, 25, en concordancia con los artículos 1.1  y 2 de dicho tratado respecto de Norma Esther Andrade (madre), José García Pineda (padre), Jade García Andrade (hija), José Kaleb García Andrade (hijo) y María Luisa García Andrade (hermana).
V. CONCLUSIONES

39. La Comisión concluye que tiene competencia para conocer el fondo de este caso y que la petición es admisible de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y decide continuar con el análisis de fondo relativo a la supuesta violación de los artículos 4, 5, 7, 19 y 24 de la Convención Americana, en conexión con los artículos 1(1) y 2 de dicho instrumento internacional, así como del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará respecto de Lilia Alejandra García Andrade. La CIDH decide además declarar el caso admisible sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 5.1, 8.1, 25, en concordancia con los artículos 1.1  y 2 de dicho tratado respecto de Norma Esther Andrade (madre), José García Pineda (padre), Jade García Andrade (hija), José Kaleb García Andrade (hijo) y María Luisa García Andrade (hermana).
40. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:

1.
Declarar admisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los derechos reconocidos en los artículos 4, 5, 7, 19 y 24 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado, así como del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará respecto de Lilia Alejandra García Andrade.
2.
Declarar admisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los derechos reconocidos en los artículos 5.1, 8.1, 25 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1  y 2 de dicho tratado respecto de Norma Esther Andrade (madre), José García Pineda (padre), Jade García Andrade (hija), José Kaleb García Andrade (hijo) y María Luisa García Andrade (hermana).
3.
Notificar esta decisión a las partes. 

4.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 19 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rosa María Ortiz y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� Mediante comunicación de fecha 13 de abril de 2004, la peticionaria incluyó como representantes legales a la Asociación Nacional de Abogados Democráticos a través de los abogados David Peña Rodríguez y Karla Michel Salas Ramírez.





� Ver CIDH, Informe No. 128/01, Caso 12.367, Mauricio Herrera Ulloa y Fernán Vargas Rohrmoser del Diario “La Nación” (Costa Rica), 3 de diciembre de 2001, párr. 50; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, pár. 43; Informe No. 32/07, Petición  429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54.


� Ver CIDH, Informe No. 31/03, Caso 12.195, Mario Alberto Jara Oñate y otros (Chile), 7 de marzo de 2003, párr. 41; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, párr. 43; Petición 429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54; Petición 581-05, Víctor Manuel Ancalaf Laupe (Chile), 2 de mayo de 2007, párr. 46.
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